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El secretario de CCOO, Unai Sordo, 
puso ayer la primera cifra sobre la 
mesa del debate sobre cuánto debe 
subir el Salario Mínimo Interprofe-
sional (SMI) en 2027, una vez que 
el Gobierno ya ha cerrado la puer-
ta a revisarlo en este último trimes-
tre por el repunte de la inflación. El 
líder sindical ha situado que los sa-
larios medios crecerán entre un 4% 
y un 5% y que el salario legal más 
bajo debería crecer por encima de 
estas referencias. El sindicato toda-
vía no ha cerrado con UGT qué in-

Los sindicatos pedirán a Díaz que eleve el SMI más de un 5%
de este porcentaje, al impulsarse un 
3,1%. 

Sordo ha advertido que este año 
su organización no participará en 
el acuerdo para incrementar el SMI 
si el Gobierno no aprueba el real de-
creto que reformará las reglas de 
absorción y compensación de los 
pluses y que como publicó elEcono-
mista.es está a la espera de superar 
varios pasos técnicos antes de lle-
gar al Consejo de Ministros. Se tra-
ta de un cambio legal por el que Yo-
landa Díaz y los sindicatos quieren 
acabar con la pauta empresarial 
(avalada por el Supremo) que re-
corta o elimina los pluses que tie-
nen reconocidos sus trabajadores 
para evitar que el SMI eleve sus cos-
tes laborales y por la que los traba-
jadores siguen cobrando lo mismo 
tras la mejora del salario mínimo.

A la espera de pactar una 
cifra con UGT, CCOO sitúa 
como umbral mínimo un 
incremento a 1.282 euros

cremento demandarán en los con-
tactos con el Gobierno, pero ya fija 
el mínimo por encima de los 1.280 
euros, frente a los 1.221 euros al 
mes actuales. 

El conflicto en Oriente Medio co-
menzó a elevar los precios en el mes 
de marzo, por su efecto en los com-
ponentes energéticos, el Gobierno 
adoptó medidas como el descuen-
to en el precio de la gasolina que ate-
nuaron su efecto, sin embargo, en 
el mes de agosto, el indicador de 
precios del INE, el IPC, repuntó has-
ta el 4,3% lo que reavivó las deman-
das de las centrales sindicales para 
poner en marcha el punto del Esta-
tuto de los Trabajadores que habi-
lita a revisar el SMI si la inflación 
supera las expectativas anuales. Sin 
embargo, el secretario de Estado de 
Trabajo, Joaquín Pérez Rey, volvió 

a negarse a esta posibilidad la se-
mana pasada, y se refirió al de 2027. 

Es habitual que cada año tras el 
verano los sindicatos empiecen a 
avanzar sus demandas en este sen-
tido, no obstante, el acuerdo no 
suele cerrarse hasta el inicio del 
año siguiente. En los últimos ejer-
cicios, la firma entre el Ministerio 
de Trabajo, CCOO y UGT no se ha 
producido hasta febrero ya que el 
inicio de los contactos con el diá-

Descartan cerrar un 
acuerdo si no hay 
una reforma de la 
absorción de los 
complementos

logo social se retrasa hasta que se 
publica el informe de la comisión 
asesora del SMI, órgano en el que 
los dos sindicatos más representa-
tivos participan junto a Economía 
o Hacienda. 

El 5% ha sido la primera cifra es-
bozada este año, pero es previsible 
que el incremento del SMI que de-
manden junto a UGT sea superior, 
en tanto que el secretario general 
de CCOO ha avanzado que reclama-
rán una “subida ambiciosa” de es-
te salario. Hace un año estas orga-
nizaciones reclamaron elevar el sa-
lario mínimo en un 7,5% (a 1.273 
euros) en un contexto en el que el 
IPC estaba situado por debajo del 
3%, si bien, esta reivindicación no 
fue presentada hasta el mes de no-
viembre y la subida aprobada final-
mente no llegó a cubrir ni la mitad 
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El Consejo de Ministros aprueba 
hoy un reglamento que modifica el 
contenido de los contratos de tra-
bajo desde esta misma semana. Se 
trata de la transposición parcial de 
la directiva de condiciones previsi-
bles y transparentes de trabajo, la 
cual acumula más de cuatro años 
de retraso. Según han informado 
fuentes del Ministerio de Trabajo, 
entre otros puntos, las empresas 
tendrán que especificar si usan o no 
algoritmos para tomar decisiones 
de recursos humanos. Es decir, a la 
hora de fijar salarios, horarios o de 
decidir ascensos profesionales. 

La norma, que llegará al BOE en 
forma de real decreto tras quedar 
atascada por más de dos años en el 
Congreso de los Diputados como 
proyecto de ley, amplía el derecho 
ya reconocido para los representan-
tes de los trabajadores en la cono-
cida como ‘Ley Rider’, que reguló 
las condiciones de los repartidores. 
Fuentes de la cartera de Yolanda 
Díaz explican que este paso supo-
ne un desarrollo del derecho de in-
formación del trabajador que con-
sideran clave, en un contexto en el 
que las decisiones adoptadas por la 
IA o a través del procesamiento de 
datos ganan tanta relevancia. 

A la espera de conocer el texto 
aprobado finalmente tras recibir el 
aval del Consejo de Estado, el bo-
rrador publicado hace unos meses 
por Trabajo introducía la obligación 
de que las empresas informen por 
escrito a sus trabajadores de “la exis-
tencia de sistemas algorítmicos o 

do a inicios de año por el grupo de 
expertos sobre democracia en el tra-
bajo. El documento elaborado por 
el conjunto de académicos encabe-
zados por Isabelle Ferreras propu-
so dar votos a trabajadores en los 
consejos de administración y que 
su posición fuera vinculante respec-
to al uso de sistemas de inteligen-
cia artificial. Esta pretensión queda 
fuera del ámbito de la directiva y 
además, la intención de hacer una 
norma sobre la democracia en las 
empresas quedó en el tintero en 
marzo, cuando CEOE se negó a acu-
dir a las negociaciones al respecto. 

Otros cambios 
Fuentes del Ministerio de Trabajo 
también avanzaron la semana pa-
sada que el citado decreto modifi-
cará algunos términos del periodo 
de prueba, pese a no poder cambiar 
la redacción del Estatuto de los Tra-
bajadores. En concreto, se cambian 
dos aspectos que tienen que ver con 
la duración de este periodo duran-
te el que ambas partes pueden rom-

per el contrato sin preaviso y con el 
contenido de esta evaluación inicial. 

El Gobierno introduce un condi-
cionante para evitar que los conve-
nios puedan estirar este periodo más 
allá de los seis meses sin justificar-
lo, si bien, deja tres supuestos se-
miabiertos con los que hacerlo (por 
voluntad del trabajador, por el tipo 
de empleo o porque se haya inte-
rrumpido por algún motivo). Por 
otro lado, establece que las empre-
sas tendrán que concretar qué pun-
tos van a evaluar en este periodo.

Tendrán que 
concretar cómo se 
calculan los pluses 
variables y si se 
emplea la IA 

Las empresas deberán informar del uso de 
algoritmos para decidir salarios o ascensos
Moncloa aprueba hoy una transposición parcial de la directiva de condiciones laborales

La ministra de Trabajo, Yolanda Díaz y el presidente de CEOE, Antonio Garamendi. EP

automatizados de toma de decisio-
nes” cuando se usen para determi-
nar o modificar las condiciones de 
trabajo y utilicen datos personales. 
En esta categoría entran desde el 
grupo profesional que se recoge en 
el contrato, la cuantía de su salario 
base y el de los pluses que tenga re-
conocidos, la duración de su con-
trato de trabajo o la fecha en la que 
finaliza la relación laboral. 

En el mismo borrador también 
aparecía una referencia expresa a 
“el modo de cálculo de los concep-

tos salariales que sean variables y 
los criterios que determinen su per-
cepción”, sobre todo cuando haya 
sistemas algorítmicos o automati-
zados de toma de decisiones. La ex-
plicación es que el Gobierno está 
preocupado porque estas decisio-
nes incluyan sesgos y por tanto, pue-
dan saltarse algunas limitaciones 
legales contra la discriminación. 

Está previsto que el reglamento 
entre en vigor al día siguiente de su 
publicación en el BOE, sin embar-
go, esto no significa que las empre-

sas tengan que hacer llegar a toda 
su plantilla por escrito toda la in-
formación detallada sobre sus con-
diciones laborales. Tampoco la re-
ferida al uso de algoritmos. El real 
decreto deposita en el trabajador la 
opción de solicitarlo y concede a la 
empresa un periodo de 30 días pa-
ra dar respuesta a estas demandas. 

Es por ello que este decreto su-
pone un paso más en el acceso de 
los trabajadores a esta información, 
pero se queda lejos de las ambicio-
nes recogidas en informe presenta-
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